RESPUESTAS A PREGUNTAS DE CUESTIONARIO SOBRE EL DERECHO AL AGUA Y AL SANEAMIENTO ENVIADO POR LA OFICINA DEL ALTO COMISIONADO PARA LOS DERECHOS HUMANOS, A TRAVÉS DE NOTA DEL 28 DE ENERO DE 2014
1. ¿Qué mecanismos están disponibles en el país de su Excelencia para las personas que son presuntamente víctimas de violaciones de sus derechos humanos al agua y/o al saneamiento?
R/ El Salvador dispone de diferentes mecanismos para las personas víctimas de violaciones a los derechos indicados, entre los cuales se destacan en primer lugar, los de orden legal citados a continuación, en los que los ciudadanos pueden ampararse para exigir el respeto a sus derechos. 

Proceso  de tipo Penal

A través de denuncia ante la Fiscalía General de la República (FGR) por la comisión de delitos ambientales o de incidencia ambiental como: 

· Contaminación ambiental.
· Contaminación ambiental agravada.
· Responsabilidad de funcionarios y empleados públicos.
· Envenenamiento, contaminación o alteración de agua o sustancias alimenticias.
· Usurpación de aguas.

a) Proceso de amparo

Ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (CSJ)—aun cuando no se ha ratificado la enmienda constitucional sobre el reconocimiento del derecho de acceso al agua a la población—con relación al derecho a la vida, la salud y a un medio ambiente sano.

b) Proceso de Inconstitucionalidad

Ante la Sala de lo Constitucional de la CSJ por cualquier ley, decreto o reglamento que viole derechos otorgados por la Constitución—aun cuando no se ha ratificado la enmienda constitucional sobre el reconocimiento del derecho de acceso al agua a la población—con relación al derecho a la vida, la salud y a un medio ambiente sano.

c) Proceso Contencioso Administrativo

Ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de la CSJ para declarar la ilegalidad de un acto administrativo a través del cual se haya vulnerado el derecho al agua.

El marco legal incluye el mecanismo que depende del Derecho de Petición y respuesta, establecido en el Artículo 18 de la Constitución, así como también lo regulado en el  Artículo 24 de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre.

De igual manera, ante cualquier violación de los derechos humanos al agua y al saneamiento de alguna persona o grupo social, es obligación de la Procuraduría General de la República asignar un defensor público penal que garantice el Derecho de Defensa Técnica del o los agraviados.

Otros mecanismos disponibles en el país son los de carácter administrativo, que incluyen en el caso del Ministerio de Salud (MINSAL), la presentación de denuncias, la realización de inspecciones, análisis de laboratorio y sus actuaciones pueden ser en respuesta a denuncias o de oficio, y su actuación puede ser al nivel  institucional, o interinstitucional con las demás instancias competentes. 

Otro ejemplo de mecanismo utilizado en el país se basa en la Ley de Protección al Consumidor –en adelante LPC-, a través de la cual se regulan una serie de medios alternos de solución de controversias que hacen posible que ante una violación del derecho humano al agua y/o al saneamiento, dicho conflicto pueda ser resuelto de forma amigable entre las partes en disputa, es decir, entre el consumidor individual o el colectivo de consumidores y el proveedor del servicio.
 Los medios alternos en mención son los siguientes:

Avenimiento: Busca una respuesta inmediata a la disputa suscitada ya que una vez interpuesta la denuncia ante la Defensoría del Consumidor –en adelante DC- por la o las personas consumidoras, corresponde a la DC realizar una comunicación directa con el proveedor del servicio por cualquier medio idóneo para buscar una solución expedita a la pretensión planteada en la denuncia, incluyendo el medio telefónico o por correo electrónico (Art. 110 LPC y 34 del Reglamento de la Ley de Protección al Consumidor –RLPC-).
Conciliación: En este medio alterno la o las personas consumidoras acuden a una audiencia que es realizada con la presencia del proveedor del servicio y ante un funcionario de la DC las partes exponen sus argumentos buscando un acuerdo en común que ponga fin a la desavenencia suscitada. La audiencia puede ser celebrada hasta por segunda vez (Arts. 111 al 114 LPC y 35 RLPC).
Mediación: Este medio alterno se tramita y tiene los mismos efectos de la Conciliación a excepción de que el mediador nombrado por la DC puede celebrar audiencias privadas con cada una de las partes (Arts. 115 al 118 LPC y 36 RLPC).
Arbitraje: En este la o las personas consumidoras y el proveedor del servicio de común acuerdo optan resolver los conflictos que surgieren en oportunidad de la relación de consumo existente entre ellos, a través del nombramiento de un árbitro (cuantía hasta USD $3,000) o de 3 árbitros (cuantía superior a USD $3,000), instaurado así el tribunal arbitral, este tendrá todas las facultades aplicables a entes del órgano judicial (el arbitraje es un procedimiento cuasi-jurisdiccional) y emitirá un laudo, es decir, una resolución definitiva, inapelable y obligatoria (Arts. 119 al 142 LPC y 38 al 45 RLPC).
Tribunal Sancionador: Es el órgano administrativo a través del cual la Defensoría del Consumidor ejerce su potestad sancionadora, la cual, se lleva a cabo una vez los proveedores del servicio de agua potable y/o saneamiento NO lograron solucionar el conflicto suscitado a favor de la o las personas consumidoras denunciantes, mediante el uso de los medios alternos de solución de controversias descritos anteriormente (Arts. 79 al 88 LPC y 143 al 150-A LPC y 48 al 57 RLPC).

Si bien el espíritu central de la LPC es regular aspectos de carácter administrativo, incluye también mecanismos judiciales que le dan el sustento legal a la DC para poder representar directamente o por medio de apoderados a la o las personas consumidoras en instancias judiciales. Esta facultad es ejercida por la Presidencia de la DC mediante el nombramiento de apoderados [Arts. 58 letra i) y 69 letra d) LPC]. La rama judicial en la que se ejerce la representación de la o las personas consumidoras denunciantes es la Civil y Mercantil en aplicación del Código Procesal Civil y Mercantil –CPCM-, el cual posibilita reestablecer violaciones al derecho humano al agua y/o al saneamiento. El CPCM reconoce y regula la violación a derechos de carácter colectivo y difuso al exonerar de la prestación de caución a la que está obligado el demandante cuando solicita al órgano judicial la imposición de una medida cautelar, tal es la redacción del artículo 448 del CPCM cuando establece: “Art. 448.- El juez podrá eximir de la prestación de caución al solicitante si su capacidad económica y potencial patrimonial es sensiblemente inferior al de la parte contraria, en especial en aquellos casos en que la pretensión planteada implique, junto a la defensa un interés particular, la defensa de intereses generales, colectivos o difusos, como los de los consumidores o los de la protección del medio ambiente.”
Cabe mencionar que los ciudadanos o las organizaciones también pueden recurrir a la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH) a interponer denuncias sobre presuntas violaciones a sus derechos humanos. La denuncia puede ser presentada en la Secretaría General de la Procuraduría o en las oficinas de las delegaciones departamentales o locales. Dichas denuncias también pueden ser recibidas por funcionarios, delegados del Procurador u otro personal designado para tal fin. La denuncia puede ser presentada por escrito, en forma verbal o usando cualquier sistema de comunicación, y debe cumplir con los siguientes requisitos formales mínimos para ser admitida: a) Nombre y demás generales del denunciante; b) Relación de los hechos, señalando en lo posible la forma, fecha y lugar de la violación denunciada; c) Proporcionar, si es posible, nombre de la víctima, presuntos autores o partícipes en el hecho, testigo o personas que pudieran aportar datos respecto a las circunstancias de su realización; y d) Cualquier otro elemento o indicio que pueda contribuir al esclarecimiento del hecho denunciado. 
2. ¿Se han pronunciado los tribunales sobre casos relacionados con los derechos humanos al agua y/o saneamiento? En caso afirmativo, por favor indique los casos pertinentes y adjunte copias de las sentencias.
R/ La respuesta es afirmativa. Los tribunales se han pronunciado sobre casos relacionados con los derechos  humanos al agua y/o saneamiento. 

En las sentencias que se citan a continuación se evidencia la existencia de jurisprudencia relacionada con el derecho humano al agua y saneamiento: 

a. Sala de lo Constitucional 

Admisión de proceso de amparo sobre el derecho al goce del medio ambiente, el cual aún no ha sido sentenciado, con relación al acceso al agua proveniente de mantos acuíferos (REF. 513-2012, del 19/06/2013)
b. Sala de lo Contencioso Administrativo
REF. 186-C-01, del 11/03/2004 y 164-M-99, del 30/05/2003, contra Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (ANDA)—como encargada por ley de facilitar a los particulares el servicio de potabilización de agua, así como suministro de insumos, tuberías y equipo de bombeo—por realizar el cobro de facilidades y servicios que no ha prestado. 
REF. 168-2009, del 26/08/2011, en el que la solicitante considera transgredido el principio de tipicidad, aduciendo atipicidad de la imposición de dos multas debido a la inexistencia de Ley o parámetro técnico que establezca el tiempo mínimo de prestación del servicio de agua potable. 
c. Sala de lo Penal

REF. 571-CAS-2006, del 26/10/2012,  por el delito de contaminación ambiental agravada por presunta imputación debido a la ejecución del proyecto “Relleno Sanitario de la Región Metropolitana de Sonsonate”, el cual se sustentaba en que se habían contaminado los pozos artesanales de los habitantes alrededor del mismo. El Tribunal de Sentencia de Sonsonate absolvió al imputado y la Sala de lo Penal falló no ha lugar la casación de la sentencia recurrida.
3. Han abordado los tribunales u otros mecanismos cuestiones relacionadas con la obligación del gobierno de adoptar medidas, planificar, o proporcionar los recursos para la plena realización de los derechos humanos al agua y/o saneamiento.
R/ La respuesta es afirmativa. En El Salvador los tribunales u otros mecanismos, han abordado tales obligaciones a través de sentencias y lo establecido en el ordenamiento jurídico nacional, lo cual se detalla en la respuesta a la pregunta 3.1.
3.1 ¿Cómo han abordado los tribunales estas cuestiones?
R/ El abordaje se ha realizado a través de sentencias como la citada a continuación, emitida por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, de fecha 26/08/2011, con Ref. 168-2009:

En un caso relacionado con la prestación del servicio de agua potable resolvió en su sentencia que el suministro de agua potable—como todo servicio público—tiene características esenciales propias, entre las que están la permanencia y la continuidad, debiendo el servicio prestarse de manera ininterrumpida, a fin de cumplir con la finalidad que está destinado a satisfacer y que, de incumplirse, pondría en riesgo el bienestar e inclusive la salud de los usuarios. La Sala aclaró que no es necesario contar con normativa infraconstitucional ni entidad pública que indiquen el parámetro o límite temporal mínimo de suministro de agua potable para determinar si dicho servicio ha sido prestado según lo contratado. 

Desde el punto de vista de la CSJ, la jurisprudencia existente en el país sobre el derecho  humano al agua y/o saneamiento es muy limitada, casi inexistente.

Además de las medidas de orden legal, en El Salvador, desde el Órgano Ejecutivo se han impulsado diferentes iniciativas como las reportadas por la Secretaría Técnica de la Presidencia que se citan a continuación: 

El Órgano Ejecutivo en el Plan Quinquenal de Desarrollo, PQD- 2009-2014: estableció que uno de los principales objetivos del quinquenio es “Revertir la tendencia del aumento de la pobreza registrada en los últimos años y ampliar la cobertura de los servicios sociales básicos tanto en las zonas rurales como en las urbanas, en especial para la población en condición de mayor vulnerabilidad, y sobre todo para las mujeres”. Además una de las principales metas del quinquenio ha sido “aumentar la cobertura del agua potable en un 80% al final del período en los 100 municipios más pobres”.

En cuanto a las políticas públicas macroeconómicas y sectoriales relacionadas con la gestión hídrica y ordenamiento ambiental del territorio, el PQD plantea “la formulación de directrices y planes para el ordenamiento, conservación y protección de los recursos hídricos a nivel de cuencas y subcuencas. 

Para establecer la gobernabilidad del agua se ha previsto la formulación del reglamento especial del agua previsto por la Ley del Medio Ambiente; así como el  desarrollo de legislación complementaria y la creación del Consejo Nacional del Agua y su Consejo Consultivo, en el que se prevé tenga participación la Sociedad Civil”.

De igual manera, instituciones como el Ministerio de Agricultura y Ganadería, son responsables de emitir dictámenes e informes técnicos, a partir de inspecciones de campo y evaluaciones pertinentes los cuales sirven para fundamentar procesos jurídicos en lo relativo a la emisión de sentencias por las autoridades correspondientes
En cuanto a la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH) el abordaje de sus resoluciones se ha realizado con base a las obligaciones de respeto, protección y garantía del Estado con respecto a este derecho. 

4. ¿Han abordado tribunales u otros mecanismos la obligación de garantizar la no discriminación y la igualdad en la realización de los derechos humanos al agua y al saneamiento?
R/ La respuesta es positiva. Los tribunales salvadoreños han abordado la obligación de garantizar los derechos mencionados, tal como se detalla en la pregunta 4.1
4.1 ¿Qué decisiones / sentencias han adoptado los tribunales a este respecto?
R/ A continuación se citan las referencias de algunos ejemplos de sentencias emitidas por el Tribunal Sancionador de la Defensoría del Consumidor, en seguimiento a la obligación del Estado de garantizar la igualdad y la no discriminación en la realización de los derechos humanos al agua y al saneamiento.

1) 1535-09

En el presente caso el proveedor del servicio de agua potable era la Asociación de Desarrollo Comunal Cantón Los Rodríguez –sistema autoabastecido administrado por algunos de los habitantes de la misma comunidad a la que se suministra el servicio de agua potable-. En esta sentencia el Tribunal Sancionador se pronunció sobre las características del suministro de agua potable –entre ellas la igualdad y no discriminación- y sobre el reconocimiento al acceso al agua potable como un derecho humano.

2) 1536-09

Respecto a la obligación de proteger que tienen los Estados debiendo impedir que se menoscabe el acceso físico en condiciones de igualdad y a un costo razonable, a recursos de agua suficientes, salubres y aceptables; en el presente caso el Tribunal Sancionador se pronunció en el sentido siguiente: “En el caso que nos ocupa, interesa, especialmente, las características de la permanencia y continuidad. Con base en esta última, como se ha señalado en otras resoluciones, el servicio público debe prestarse de manera ininterrumpida, a fin de cumplir con la finalidad que está destinado a satisfacer. En este sentido, este Tribunal considera que de incumplirse tal característica –sobre todo, en este caso referido al servicio de suministro de agua-, supondría un riesgo al bienestar e, inclusive, a la salud de los usuarios. Paralelo a lo anterior, es evidente que las condiciones hídricas de un país pueden incidir –no permitiendo que sea fácticamente posible- en la continuidad absoluta del suministro de agua, sobre todo, tratándose de proyectos autoabastecidos –como en el presente caso- en que pueden presentarse problemas de suministro que impida una prestación de veinticuatro horas. Lo anterior no implica que la continuidad no deba responder –al menos- a los requerimientos mínimos del servicio, es decir, en el caso específico del suministro de agua potable, a la prestación del mismo en condiciones básicas y razonables que permitan cubrir las necesidades a que está destinado (Página 7 de la sentencia). 
3) 978-10

Respecto a la obligación de proteger que tienen los Estados y a los elementos de accesibilidad, continuidad y asequibilidad del agua potable el Tribunal Sancionador se pronunció en el sentido siguiente: “Por lo anterior, aun cuando el suministro de agua es prestado por un particular – en este caso la sociedad PRODUCCIONES PROGRESISTAS, S.A. DE C.V. –el servicio como tal no pierde su naturaleza de público, ya que éste puede definirse como la prestación de actividades tendentes a satisfacer necesidades públicas o de interés general. Sin perjuicio que este tipo de actividades sean realizadas por los particulares, es reconocido tanto a nivel doctrinario como jurisprudencial, que la Administración Pública disponga que las mismas se lleven a cabo bajo ciertas condiciones, pues hay que tener presente que la finalidad que conlleva el servicio que prestan, no es otra que la satisfacción de un interés general, que es aquel que suele identificarse con el beneficio de la mayoría de los usuarios del servicio, y no de un particular, así sea el prestador del servicio. Y es que, el hecho que el Estado no sea el que preste directamente el servicio público, no implica que éste se desvincule totalmente del mismo, ya que es su responsabilidad asegurar a los habitantes de la República, el pleno goce de la salud y el bienestar económico (….) Finalmente cabe destacar, que el régimen público implicará para quienes presten el servicio, el aseguramiento de su continuidad, el respeto a ciertos límites en materia de precios y la obligación de prestarlos o venderlos.” (Páginas 16 y 17 de la sentencia). 

4) 583-12 Acumuladas

En el presente caso el Tribunal Sancionador ordenó una medida cautelar ante lo inasequible que se volvió el suministro de agua potable por las constantes fluctuaciones de la tarifa cobrada por el proveedor del servicio: “Así las cosas, cabe señalar, que mediante los estados de cuenta agregados al expediente sancionatorio se comprueba que en los meses de enero y febrero de dos mil ocho, hubo aumentos significativos en el precio del metro cúbico del agua potable, pues pasó de cuarenta y cinco centavos de dólar ($0.45) a un dólar con cuarenta centavos ($1.40) en el mes de enero, y a un dólar con cincuenta y cinco ($1.55), en el mes de febrero; asimismo, la tarifa aumentó nuevamente en el mes de junio de dos mil once a dos dólares con veintinueve centavos ($2.29), siendo que para el mes de agosto la tarifa había aumentado a dos dólares con treinta centavos ($2.30). Además, durante el mes de octubre del citado año, la tarifa aumentó a la cantidad de dos dólares con treinta y dos centavos ($2.32). Posteriormente, en el mes de abril del año dos mil doce, la tarifa por metro cúbico de agua potable aumentó a dos dólares con cuarenta centavos ($2.40), y en el mes de junio del mismo año aumento a tres dólares con dieciséis centavos ($3.16). En principio, como dato trascendental en el presente caso, ante las constantes variables en el costo por metro cúbico de agua suministrado y por la petición de la Presidencia de la Defensoría del Consumidor, este Tribunal ordenó, como medida cautelar, el cese temporal de las fluctuaciones en el cobro del suministro de agua potable, ya que, era inminente la intención de la sociedad FUDECO, S.A. DE C.V. del aumento de la tarifa por metro cúbico de agua suministrado, tal como se ha relacionado en los párrafos anteriores.” (Páginas 49 y 50 de la sentencia). 

5) 814-12

En el presente caso el Tribunal Sancionador se pronunció sobre la mala calidad del agua suministrada por el proveedor en el sentido siguiente: “Por todo lo expuesto, y siendo que las bacterias encontrada en el agua que suministra la proveedora denunciada, forman parte de un grupo de especies bacterianas de relevante importancia como indicador de contaminación fecal en la calidad del agua para el consumo humano y que, su número en el agua es proporcional al grado de contaminación fecal, es decir, que mientras más coliformes se aíslan del agua, mayor es la gravedad de las heces que se encuentran en el agua suministrada, y siendo que el color o residual se encuentra por debajo del mínimo permitido; sin lugar a dudas, la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE AGUAS LA PRADERA, S.A. DE C.V., ha cometido la infracción contenida en el artículo 43 letra f) de la LPC, poniendo en grave riesgo la salud e, incluso, la vida de los habitantes de la Residencial La Pradera; en consecuencia, es procedente la imposición de la sanción en relación a dicha infracción.” (Página 29 de la sentencia).
6) 1591-2012
En este caso el Tribunal Sancionador se pronunció sobre la negligencia del proveedor de agua potable en relación a las discriminación en las tarifas cobradas y a la accesibilidad del suministro: “Aunado a lo anterior, la proveedora, previo a poner a disposición de los consumidores, el suministro de agua potable, que conlleva la satisfacción de una necesidad tan importante para elevar el nivel de calidad de vida de las personas, tuvo que haberse capacitado y especializado de tal manera que el servicio público que presta se revistiese de los elementos necesarios que propiciaran a los consumidores obtenerlo de forma satisfactoria, y se garantizara la permanencia y seguridad del mismo en la sostenibilidad empresarial de la proveedora. En consecuencia, este Tribunal concluye, sin lugar a dudas, que los cobros realizados por la sociedad Inversiones Hidráulicas, S.A. de C.V., al colectivo de consumidores relacionados en el presente procedimiento, no tiene un respaldo legal, ni contractual, porque no se consignó en los contratos un procedimiento técnico, financiero y transparente que permitiera un ajuste equitativo de las tarifas o precios del suministro de agua potable, a la realidad comercial, tratándose de un servicio público de afectación al interés general(….) Sumado a lo que antecede, ni la falta de rentabilidad empresarial –que no fue probada en el presente procedimiento-, ni su inexperiencia comercial en el rubro del agua potable justifica su conducto infractora, sino al contrario, denota un grado de negligencia grave por parte de la sociedad Inversiones Hidráulicas, S.A. de C.V., cuyas consecuencias son inaceptables en la prestación del suministro de agua potable.” (Páginas 28 y 29 de la sentencia).
También la PDDH se ha pronunciado en casos de restricciones ilegales para acceder al agua, que constituyen discriminación hacia la población afectada. Por ejemplo, en el  Expediente SO-0054-2012 (Ver resolución anexa), se estableció que el Consejo y el Alcalde Municipal de Santa Catarina Masahuat, del Departamento de Sonsonate, cometieron una violación al derecho de acceso al agua, por restricciones ilegales para acceder al servicio de agua potable, en perjuicio de los habitantes de la Comunidad “Regalo de Dios”, ya que la municipalidad contemplaba como requisito para gozar de ese servicio, que la persona fuera propietaria del inmueble. Debido a este criterio, desconectaron el servicio de agua potable a dos familias, aún cuando éstas habían realizado pagos para proveerse del servicio. Ver también resolución inicial del Expediente CU-0007-2008.
5. ¿Trata la institución Nacional de los Derechos Humanos con casos relativos a presuntas violaciones de derechos humanos al agua y/o saneamiento? En caso afirmativo, por favor indique casos pertinentes y adjunte copias.
R/ La respuesta es afirmativa: En El Salvador se han registrado numerosos casos sobre violaciones al derecho humano al agua y/o saneamiento, debido a cobros excesivos, cobros indebidos, desabastecimiento, irregularidad o restricciones ilegales para acceder al servicio  y por contaminación. Se adjuntan ejemplos de resoluciones sobre este tipo de casos y un informe especial en el que se describen varios casos abordados por la institución.

6. ¿Pueden las personas presentar quejas ante los proveedores de servicios reguladores u otros mecanismos?

R/ La respuesta es afirmativa. Las personas pueden presentar quejas ante diferentes instancias. Por ejemplo en el caso de MINSAL  pueden ser presentadas en sus distintas dependencias (Nivel Central, Regional, SIBASI y Local), en las que se reciben denuncias por escrito (personalmente o por correspondencia) o verbales, o a través de correo electrónico y otros

Por otra parte aún cuando no existe a nivel nacional un organismo regulador del servicio, la Defensoría del Consumidor puede intervenir haciendo uso de los mecanismos administrativos señalados en la respuesta 1, cuando exista alguna disputa o diferencia en cuanto al suministro de agua potable, que pueda ser considerada infracción de acuerdo a la Ley de Protección al Consumidor.
Asimismo, los usuarios de los servicios de agua potable y saneamiento tienen el derecho de presentar reclamos directamente a sus proveedores, y en caso de no recibir respuesta o si ésta no le satisface, tienen derecho de interponer su denuncia ante la Defensoría del Consumidor. Las denuncias ante la Defensoría pueden ser por afectación a intereses individuales, colectivos o por intereses difusos, las que serán sometidas al procedimiento que establece la Ley de Protección al Consumidor, su reglamento, y Manual de Proceso. Las denuncias pueden ser resueltas a través de medios alternos de solución de conflictos, o pasar al Tribunal Sancionador, si las partes deciden no someter la controversia a los medios alternos.

En el caso del MAG las quejas relacionadas con el uso del agua para riego agrícola se presentan en formal general por escrito al Ministro o al Director General de Ordenamiento Forestal, Cuencas y Riego de dicho Ministerio, quienes las canalizan a los técnicos competentes para su respectiva resolución. 
6.1 ¿Cómo funcionan estos procesos?
R/ Los procesos son diferentes en cada una de las instituciones que tienen competencia en el tema, por ejemplo en el caso del MINSAL la recepción de denuncias se realiza IN SITU, en los servicios de salud; también las mismas pueden ser derivadas de otras instituciones al MINSAL. Se realiza la inspección al sistema de abastecimiento de agua y se toman muestras de agua para análisis en laboratorios del MINSAL, y se confirma o no la denuncia, para después comunicar al proveedor y denunciante los resultados, de ello depende las mejoras necesarias, para lo que se concede un plazo normal de 30 días.    

Al recibir la denuncia, el MINSAL , a través de sus dependencias  Central, Regional y Local, procede a dar seguimiento al caso, de acuerdo lo estipulado en el Código de Salud y marco regulatorio correspondiente, estipulando plazos de cumplimiento de acuerdo a criterios técnicos

En cuanto al Ministerio de Agricultura y Ganadería responsable de lo relacionado al agua para el uso agrícola, entre otros, el mecanismo incluye la recepción de la denuncia, la cual se canaliza posteriormente al área técnica correspondiente para realizar inspección al sitio y entrevistar a los involucrados para emitir dictamen técnico y las recomendaciones al caso para su pronta resolución por parte de la autoridad correspondiente.
Asimismo, durante el proceso de evaluación de proyectos que realiza el Ministerio de Medio Ambiente, al nivel de la  etapa de consulta pública las personas puede presentar su opinión y/o afectación sobre el tema de acceso a agua y saneamiento. De lo cual es un ejemplo la consulta pública realizada en el marco del proyecto “Ampliación de Operación para Envasado de Agua en Planta Nixapa”, en el año 2013. En el caso en referencia los habitantes de las comunidades manifestaron su preocupación por la afectación de sus fuentes para abastecimiento de agua. Un segundo ejemplo es el proceso de consulta pública del proyecto “Pequeña Central Hidroeléctrica Nahuizalco II”, en el año 2013, en el cual las comunidades manifestaron su preocupación por la afectación al acceso al agua del río así como la alteración de la calidad del agua.

De igual manera las personas pueden ejercer su derecho al agua y saneamiento dirigiendo notas al Ministro de Medio Ambiente, por ejemplo en los casos en los que las comunidades sufran afectaciones a sus fuentes de abastecimiento de agua; a partir de lo cual se realizan inspecciones con el objeto de verificar IN SITU las problemáticas y brindar la atención correspondiente para solucionar los problemas detectados. 

